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Sobre el tema de la relación entre el 
poder judicial y el arbitraje y la reac-
ción de aquel sobre éste, resulta ne-

cesario para su comprensión, sistematizar 
nuestro comentario a la luz de las tres eta-
pas –según mi visión- en las que se ha de-
sarrollado el arbitraje en Venezuela.

Primera etapa: vigencia de los Código de 
Procedimiento Civil del siglo XX, particu-
larmente 1904, 1916 y 1986

En estos 70 años de vigencia de dichos 
Códigos Procesales, fueron de evidente 
exclusividad y prelación del poder judicial 
ante la institución del arbitraje. Se regu-
laba el arbitramento de manera profusa 
en dichos textos legislativos, con algunas 
formalidades -hoy superadas- como por 
ejemplo la necesidad de que el compro-
miso arbitral constara en documento au-
téntico (502 CPC 1916) o la posibilidad de 
discusión —en juicio— sobre la existencia 
del compromiso arbitral.
Escasa fue la relación poder judicial arbi-
traje, ya que en esta primera etapa legisla-
tiva básicamente el arbitramento derivaba 

en procesos judiciales ordinarios habida 
cuenta de la posibilidad de litigar sobre la 
existencia o no del compromiso arbitral.

Segunda etapa: promulgación de la Ley 
de Arbitraje Comercial de 1998

Con la promulgación de la Ley de Arbitra-
je Comercial (LAC) se estatuye un proce-
dimiento expedito, breve, sin incidencias, 
recogiendo la mayoría de los principios 
que rigen la materia arbitral a nivel inter-
nacional, tales como la confidencialidad, 
cosa juzgada derivada del laudo, plena 
autonomía de la voluntad de las partes 
como signo distintivo de la relación jurídi-
ca procesal que en definitiva distingue la 
justicia por consenso.

Surgen los dos centros de arbitraje que 
actualmente funcionan en el país y co-
mienza la etapa de promoción masiva y 
sostenida del arbitraje.  En esta fase po-
dríamos afirmar que se genera una reac-
ción del poder judicial ante la incorpo-
ración del arbitraje comercial al derecho 
positivo venezolano.
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Esta reacción quizás se ve incrementada 
por la incorporación que la Constitución 
de 1999 hace a través de los artículos 253 
y 258. Igualmente, los árbitros son reacti-
vos ante el poder judicial partiendo de la 
errada premisa según la cual se trataba de 
jurisdicciones excluyentes.

Tercera etapa: se establece la normalidad 
de la relación entre jurisdicción judicial y ju-
risdicción arbitral

Es en esta etapa,  la Sala Constitucional dicta 
decisiones limitando los recursos que pro-
ceden contra el laudo arbitral (caso: Van Ra-
alte de Venezuela SC N° 1.773-30/11/2011) 
y se pronuncia dicha Sala por la tesis de la 
necesaria colaboración que debe existir 
entre el poder judicial y el arbitraje, como 
por ejemplo hizo en el caso: Centro de Ar-
bitraje de la Cámara de Caracas SC N° 702-
18/10/2018. 

En esta sentencia, la Sala Constitucional 
determinó conforme a derecho la desapli-
cación por control difuso realizado al lite-
ral “j” del artículo 41 por parte del Tribunal    

Arbitral constituido por la Árbitro Único, Ire-
ne  Loreto, bajo las reglas de procedimiento 
del Centro de Arbitraje de la Cámara de Ca-
racas, en un caso de desalojo regido por el 
vigente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley de Regulación del Arrendamiento In-
mobiliario para el Uso Comercial, indicando 
que la norma era inconstitucional en el caso 
planteado, toda vez que una interpretación 
de los artículos 253 y 258 de la Constitución 
permitía la utilización del arbitraje como un 
medio legítimo para dirimir controversias, 
incluyendo a las que se susciten en materia 
arrendaticia. En virtud de lo anterior, la Sala 
inició de oficio el control concentrado de la 
constitucionalidad del referido literal “j” del 
artículo 41 del Decreto en cuestión, funda-
mentada en el artículo 34 de la Ley Orgáni-
ca del Tribunal Supremo de Justicia.

El resumen es que la relación entre poder 
judicial y arbitraje, vive actualmente una eta-
pa de colaboración y armonía plena, en fun-
ción del cumplimiento idóneo del cometido 
constitucional de reconocimiento y promo-
ción del arbitraje como medio de justicia 
por consenso. 
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